Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO 
DE LA SITUACIÓN CARCELARIA 


(Sesión celebrada el día 17 de mayo de 2018). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 17:11). 


—Tal como habíamos resuelto, en el día de hoy recibimos al comisionado parlamentario. 
Hemos repartido con anticipación su informe, ajustándonos a la fecha ya manejada. 


Por otra parte, se ha convocado al Ministerio del Interior para el día 31 de mayo. Como se 
recordará, habíamos resuelto recibir primero al comisionado parlamentario y, luego, al ministerio. 
Insistimos en tener el informe del comisionado con anticipación para poder enfocarnos, sobre todo, en 
las preguntas que quieran realizar los señores legisladores. 


Tiene la palabra al señor comisionado parlamentario. 


SEÑOR PETIT.- Muchas gracias. Buenas tardes. Es un gusto estar acá. Para nosotros uno de los días 
más importantes del año es, justamente, este, en el que podemos presentar el resultado de nuestra 
tarea. 


Voy a tratar de no extenderme demasiado y de ser concreto, puesto que los señores 
legisladores ya disponen del material. Este cuenta con una primera parte que es el informe de base, 
del año; luego, hay una especie de segundo capítulo que constituye una novedad o innovación, que es 
el reporte de unidad por unidad, cárcel por cárcel, a las que también adjudicamos un color: verde, 
amarillo o rojo, según la situación y la existencia o no de posibilidades de rehabilitación. Nos parece 
que de esta manera se facilita el seguimiento —sobre todo, pensando en los legisladores de los 
diferentes departamentos— de la situación de la unidad del lugar, así como también nuestra relación 
con la unidad respectiva. Y, por último, hay un anexo —del que también disponen ya— que reúne una 
serie de notas con pedidos de información y recomendaciones que hacemos a lo largo del año, pero 
eso no viene al caso ahora, pues constituye una casuística un poco más larga. De todos modos, me 
pareció oportuno que lo tuvieran presente. 


Para comenzar por casa, siempre recalcamos que nuestra oficina está —pues así lo tenemos 
mandatado- al servicio de todas las bancadas. Asesoramos al Poder Legislativo. En nuestra tarea 
cotidiana tenemos planteos, llamados y a veces recomendaciones de todas las bancadas. Y para que 
eso se vuelva una realidad muy tangible, hemos hecho el esfuerzo de avanzar en lo que es la 
capacitación y tecnificación de nuestra oficina. Como saben, seguimos avanzando en acuerdos con la 
procuración penitenciaria argentina. Hemos tenido la presencia de ellos y hemos realizado cursos con 
ellos, con el alto comisionado de derechos humanos, así como también con entidades del exterior de 
distinto tipo, creyendo que nuestra oficina puede ser un espacio de reflexión y de propuesta general 
sobre lo penitenciario. Ustedes saben que hemos instrumentado el Espacio de Innovación 
Penitenciaria; ya se han llevado a cabo siete instancias de esta clase. En esos espacios dialogamos 
con nuestras distintas contrapartes, como el Instituto Nacional de Rehabilitación, el Ministerio del 
Interior y otros, defensoría pública y fiscales. Hemos realizado dos en el interior y cinco en Montevideo, 
siempre con la idea de que aquí, en una sociedad democrática, en lo penitenciario somos distintos 
actores movilizados por un mismo mandato, que son los derechos humanos. Siempre digo que 
nosotros no somos los de los derechos humanos, sino que son todos los actores que están en el 
terreno. A veces en las cárceles los funcionarios nos dicen «ahí vienen los de los derechos humanos», 
y yo les digo que no: que «los de derechos humanos» son, primero, ellos mismos, que están en el 
terreno. Nosotros, que vamos con una libretita, anotamos, miramos y nos vamos, tenemos la tarea 
mucho más fácil. Primero que nada, los más meritorios, los más importantes son los que están allí en 
el terreno. 


En fin, seguimos trabajando en la institucionalización y en el fortalecimiento de la oficina 
porque creemos que tenemos un mandato muy claro y estamos al servicio de todas las bancadas. 


Durante 2017 hicimos 675 visitas —en el informe está reportado qué se entiende por visita—, 96 
al interior y 771 al área metropolitana. Lamentablemente, no pude participar en todas, pero por lo 
menos dos veces por semana participo —a veces más-— y también hago visitas de urgencia. Una visita 
implica estar más de dos horas en la cárcel. No se computa como visita una inauguración o una 
actividad protocolar-; la visita implica o entrevistas o recorridas, a veces preventivas, como el recorrido 
por los módulos y todos los sectores. 


Para finalizar esta parte institucional, destaco el excelente diálogo que tenemos con las 
autoridades del Ministerio del Interior, del Instituto Nacional de Rehabilitación y con todas las 
contrapartes que tienen que ver con el tema penitenciario. Creo que esa es una de las cosas buenas a 
marcar. Estamos en una etapa diferente a la de mucho tiempo atrás, cuando todavía no se 
comprendían los mecanismos de inspección y monitoreo y quienes llegaban con un mandato de 
derechos humanos eran vistos como detectives o enemigos que venían a denunciar. Por supuesto que 
la denuncia y el planteo ante la Justicia de situaciones es una de nuestras potestades, pero, 
nuevamente, en el trabajo por los derechos humanos somos todos contrapartes, y lo cierto es que 
tenemos un excelente diálogo, no solamente con las autoridades —ni que hablar que con el Ministerio 
del Interior y las autoridades del INR— sino, también, con los directores de los centros e, inclusive, 
muchas veces, con los responsables de los módulos y con los funcionarios. Hemos realizado talleres y 
encuentros. Muchas veces nos consultan, nos dan elementos e inclusive nos plantean situaciones para 
ser canalizadas con los servicios de salud, con los servicios sociales o con las familias; creo que esa 
es una de las cosas buenas que están pasando. 


Yendo ya al meollo del sistema penitenciario, el primer gran titular es que todavía estamos 
ante un panorama diverso, heterogéneo y aún un poco contradictorio en el sentido de que conviven 
cosas muy diferentes. Conviven algunas experiencias muy buenas, diría de vanguardia, que logran 
resultados muy interesantes, con esquemas y maneras de funcionamiento que quizá sean fruto de la 
falta de recursos o de decisiones en algunos ámbitos, o de convicciones sobre algunas cosas, pero 
que son elementos del pasado que no deberían existir en un sistema penitenciario moderno y acorde al 
que queremos nosotros y las autoridades, las cuales están impulsando la reforma penitenciaria desde 
hace unos años. Ese panorama diverso y confuso lleva a que todavía no tengamos un modelo y es 
precisamente para lo que trabajamos, para asegurar que haya un modelo parejo en todo el sistema. 


Hay ciertos consensos básicos que es importante remarcar. El respeto a los derechos 
humanos, la transparencia, el diálogo con los que realizamos visitas o actividades de monitoreo son 
elementos que están acendradamente marcados. Por ejemplo, la prohibición de la tortura, del castigo 
físico y del maltrato son elementos que hoy en día están presentes en el sistema penitenciario; cuando 
ocurren —-como efectivamente sucede— es fuera de los mandos, fuera de las órdenes dadas por un 
director. No hay ningún director que fomente el castigo, no hay ningún director que diga «hoy de noche 
vamos a hacer una requisa y vamos a golpear a los presos de tal sector para que sepan quién manda 
a aquí», o «vamos a aplicar un sistema de castigo cuando ingresa un preso para que sepa que está 
sometido a la autoridad policial», etcétera. Por suerte, ese tipo de cosas no existe, y cuando se dan 
episodios de excesos o de abusos, chocan con la autoridad. La autoridad no los encubre, y cuando 
nosotros nos enteramos, procedemos —como corresponde— a hacer la denuncia ante las autoridades 
administrativas y ante la justicia, como pasó hace pocos días con un caso en una unidad. 


Para seguir avanzando en el estado de situación no quiero ahondar en el informe —los 
señores legisladores ya lo tienen y probablemente lo leyeron— pero sí trasmitir algunos conceptos. 


Ante todo, quiero marcar las cosas buenas. Creo que es importante, en los temas difíciles, 
saber que hay buenas noticias. Tenemos una cultura que tiende a marcar los problemas y nosotros 
tenemos un mandato que, precisamente, tiene que ver con ello. Es como cuando uno va al médico. 
Uno recurre a él no para que le diga que tiene el riñón izquierdo bien sino para que le diga que el riñón 
derecho tiene una piedra y que hay que hacer algo. Nuestra tarea, entonces, tiene que ver con eso 
pero también con ver qué es lo que se desajusta —no de acuerdo con nuestro criterio— a la normativa 
internacional. Por eso hablamos de protocolizar las visitas, tecnificar el equipo, contar con elementos 
objetivables de lo que ocurre en las cárceles. No importa lo que opine un integrante o el titular de mi 
oficina, sino poder cotejar la realidad con elementos estandarizados en normas internacionales y 
nacionales. Pero, repito, es muy importante subrayar las cosas buenas. Cuando la realidad es 
compleja y tenemos delante temas difíciles, duros —aquí y en cualquier parte del mundo- es bueno 
saber que no está todo mal, que no es todo un desastre o que la situación no está cada vez peor. 


En el informe ustedes van a encontrar un capítulo con elementos positivos. En primer lugar, 
destaco el trabajo que está haciendo el Instituto Nacional de Rehabilitación y, en particular, su dirección 
técnica. Quizás sea la primera vez, en muchos años, que empieza a haber un encuadre técnico en la 
tarea de tratamiento. Hoy en día, en algunas partes del mundo existen esquemas criminológicos, 
basados sobre todo en la psicología cognitiva o conductual, que establece un protocolo de 
intervención, elementos de diagnóstico, entrevistas pautadas, que permiten determinar los riesgos 
criminogénicos —así les dicen— y hacer tratamientos elaborados a la medida de la persona. Para ello 
existen programas específicos en los que se desarrollan pautas en favor de la creación de trabajo, de 
mejores condiciones de educación, de distintas alternativas, etcétera. Creo que el INR está haciendo 
un trabajo muy bueno. 


En segundo lugar, destaqué en el informe una intervención que se hizo el año pasado en el 
módulo 10. Ese era uno de los peores, que incluso habíamos denunciado en esta misma sala a 
principios de 2015, pero una intervención que hizo el polo industrial revirtió la situación de ese módulo. 
Eso se hizo con recursos limitados; no fue una intervención millonaria y mostró algo que es muy 
importante para creer que nuestro trabajo tiene un sentido. En ese lugar, donde lo común era el 
apuñalamiento, la violencia, la mugre acumulada en los fondos, el ocio compulsivo, etcétera, no era 
que estuvieran los peores presos sino las peores condiciones, lo que es algo a tener en cuenta. Los 
lugares con los mayores niveles de violencia no lo son porque estén las peores personas sino las 
peores condiciones o las mayores ausencias. Después de cuatro meses de intervención en los que se 
realizó una limpieza, se organizaron los internos en grupos de trabajo, se estableció una cocina, se 
mejoraron las visitas, se aumentaron los horarios de patio, se generó una biblioteca y se reforzó la 
parte educativa, el clima del módulo 10 cambió totalmente. Un módulo que daba miedo recorrerlo, 
ahora se puede visitar de otra manera. Eso no quiere decir que se haya llegado a un estado final, 
definitivo, pero muestra una buena práctica y que es posible mejorar estas cosas. 


Otra buena señal es la consolidación de varias unidades. La unidad 6 de Punta de Rieles, 
vieja, sigue siendo una experiencia muy llamativa, muy notable, muy pionera. La unidad 20 de Salto 
tenía rispideces o antipatía con la comunidad salteña; sin embargo, hoy esa sociedad ve en la cárcel 
una institución que la considera suya. Hay empresas que ofrecen trabajo, al igual que la intendencia. 
Hay presos que salen todos los días, trabajan y vuelven a la cárcel. Esto sucede en las cárceles de 
Artigas y de Durazno. Por su parte, el polo industrial del Comcar sigue haciendo una tarea muy 
interesante. 


En el Departamento de Género y Diversidad del INR hay un pequeño grupo de trabajo que 
atiende un tema muy sensible —esto es sumamente importante—, que es el de los transexuales en el 
Comcar, la población LGBT y toda la perspectiva de género. Se trata de una oficina que está haciendo 
un trabajo sumamente interesante. 


Con respecto al Comcar me parece importante destacar, particularmente en el último año, 
pese a enormes limitaciones en los recursos y a otras grandes dificultades, por ser una cárcel para 
3300 personas —cuando está absolutamente demostrado en toda ciencia penitenciaria que cualquier 
unidad que tenga más de 500 personas es inmanejable desde el punto de vista de la educación y la 
integración social-, el enorme esfuerzo realizado por la dirección que asumió a mediados el año 
pasado, que logró mejorar su condiciones. Allí se mejoró el clima, la cocina, la alimentación, así como 
el relevamiento de la cobertura educativa. 


Parece algo menor, pero al ir a los detalles se aprende y se encuentran cosas. El año pasado 
fue la primera vez —quizás la primera en la historia— que el personal del Comcar fue celda por celda — 
algo tan simple como eso-— para preguntar quién quería estudiar. En un tiempo no había ni estudio —no 
había nada- y, de a poco, se fue generando el típico pedido del preso para poder estudiar, a través de 
una carta. Á veces el preso enviaba la carta a la dirección, a veces al comisionado y, otras, al 
legislador, como quien pide un deseo poco menos que imposible. Luego se puso a un funcionario para 
que recogiera esas cartas. En otra instancia, cuando se abrían las inscripciones, el funcionario se 
presentaba y los presos se acercaban para pedir que se les permitiera estudiar. Sin embargo, eran muy 
pocos los que se anotaban. Pongo esto como ejemplo de una voluntad de cambio: los funcionarios del 
área educativa fueron celda por celda para preguntar quién quería estudiar. Me parece importante 
destacarlo. 


El Centro de Formación Penitenciaria es clave —allí está el futuro del sistema- porque allí se 
capacitan a los funcionarios, a los mandos medios, a los funcionarios policiales que todavía están en el 
área de seguridad y a los operadores penitenciarios. Si bien hay mucho por avanzar sobre el tema, hay 
gran experiencia acumulada sobre el tema, digna de recalcar. 


Tenemos la apertura de la sociedad civil. El Comcar ha establecido la ONG El Almendro, que 
brinda actividades recreativas y culturales a más de cuatrocientos presos. Para muchos de ellos la 
única actividad que tienen es ir allí algunas veces por semana. 


El descenso del hacinamiento es un elemento importante aunque, como siempre digo, no es 
suficiente. El descenso del hacinamiento es muy bueno pero si no hay actividades, seguimos en 
problemas. Si en un hospital, en lugar de tener tres personas por habitación, tenemos una, es mejor, 
pero si no hay enfermeros, médicos y medicina, seguimos en problemas. De todas maneras, es algo 
para destacar. 


Y en lo extrapenitenciario, el nuevo código y los nuevos roles que tiene la justicia en la 
ejecución de la pena nos colocan ante un cambio copemnicano en la verificación de las condiciones de 
reclusión. El rol de los jueces de vigilancia y la posibilidad del recurso de hábeas corpus para los casos 
de condiciones de reclusión indignas, abren las puertas y permiten dar un salto cualitativo enorme. 
Tendremos que ver cómo se plasma y cómo se concreta, pero hay una herramienta muy grande, vista 
con expectativa por todos los actores, incluso por el INR que sabe que a partir de esto tendrá nuevos 
roles, dado que el propio sistema penitenciario tendrá que afinar muchas de las actividades que 
realiza. 


Dicho esto, tenemos una serie de problemas pendientes, que son muy importantes. 


El año pasado hicimos —y lo seguimos haciendo— una categorización de los establecimientos 
de acuerdo a una serie de elementos —que están en el informe—, como el encierro en celda, el acceso 
al patio, la oferta de actividades educativas, laborales o culturales, el hacinamiento, las condiciones 
edilicias, las características de la convivencia, el nivel de violencia, y el rol educativo y pedagógico de 
las actividades. Relevamos eso centro por centro, tratamos de medirlo y vimos cuál era la situación 
particular de cada centro. 


Como saldo general, diría que el sistema presenta leves pero alentadoras mejoras. Hay 
mejoras que cuantitativamente son pocas, pero que cualitativamente son muy importantes de remarcar. 
Es muy importante, por ejemplo, que se haya creado y fortalecido la Unidad de Ingreso, Diagnóstico y 
Derivación del Instituto Nacional de Rehabilitación. Las personas privadas de libertad van primero a 
esa unidad en Montevideo donde están, en promedio, dos días. Allí se les hace una serie de 
entrevistas y se les busca el lugar donde van a ir de acuerdo con el delito que cometieron, con su perfil 
y con sus posibilidades. Hay técnicos que trabajan con eso. 


El sistema no es perfecto, entre otras cosas porque todavía no hay todas las unidades de 
derivación que deberían existir. Es de hacer notar que eso evita muchísimo la oscuridad, el amiguismo 
o, a veces, la debilidad y el decir: me enteré de que este caso es así y lo resuelvo de esta manera, 
pero como del otro no me enteré, se resuelve de otra forma. Esta es una base de política pública. 
Hemos ido muy a menudo a cárcel central porque, entre otras cosas, está muy cerca, y somos 
contestes de que hay un equipo —un pequeño equipo- trabajando con mucho criterio, tratando de 
detectar y atender a esas personas que están en las primeras horas y días de privación de libertad. A 
su vez, muchas veces atienden a sus familias que, frecuentemente, no saben dónde fue apresada la 
persona y tienen la angustia de no saber qué es lo que está ocurriendo. 


En base a ese criterio, encontramos que este año el 26% de la población penitenciaria tiene 
oportunidad de rehabilitación; un 44% tiene insuficientes posibilidades de rehabilitación. En este caso 
se trata de centros en los que todavía faltan cosas importantes. Hay poco acceso a la educación, el 
clima no es bueno, el director no tiene diálogo con los internos o no hay trabajo suficiente, entre otras 
cosas. Por último, hay todavía —que es el foco más preocupante— un 26 % de personas que están en 
un régimen de trato cruel, inhumano y degradante. Quiero destacar que esos números bajaron un 3 % 
con respecto al año pasado. Podrá decirse que es una cifra pequeña, pero consideramos que no es 
menor en lo cualitativo, y tampoco en lo cuantitativo si tomamos en cuenta los programas que están 
tratando de lanzarse. ¡Ojalá que el próximo año la cifra pueda ser mejor! 


Sin embargo, todavía hay una rémora muy fuerte, sobre todo concentrada en los macro 
penales, es decir, en el de Libertad, en el de Canelones, en el Comcar, en la cárcel de Tacuarembó y 
en una parte de la cárcel de Maldonado. Estos son lugares donde, realmente, las condiciones 
representan un retroceso para cualquiera que vaya allí. Ellas están descritas en el informe. Se trata de 
situaciones donde a veces no hay posibilidades de acceso al patio. Hay gente que pasa mucho tiempo 
sin siquiera salir al patio. Y mucho menos pensar en realizar actividades educativas, laborales o de 
preparación para el egreso, por ejemplo. 


La violencia sigue siendo fuerte en sistema. Como decía al principio, el sistema es muy 
heterogéneo. Por tanto, cuando decimos que el sistema sigue siendo muy violento, nos concentramos 
en lo que es buena parte de él, es decir, donde están los macro penales. 


Ojalá, algún día, el país cuente con un sistema donde una cárcel grande sea aquella que 
aloje 450 internos, y que las cárceles tengan 200 internos, como lo demuestra la realidad. No es 
casualidad que las cárceles de Durazno y de Juan Soler, en San José —que me olvidé de mencionarla 
cuando hablé del principio de las buenas prácticas— funcionen muy bien. No es casual que eso suceda. 
Ello es así porque tienen una cantidad acotada de personas, el director las conoce, los funcionarios los 
conocen, el barrio no lo vive con pánico, la comunidad no los considera enemigos sino como 
ciudadanos que hay que ayudar y con los que hay que colaborar. 


El año pasado, aunque parezca insólito, la violencia registró la misma cantidad de muertos 
que el año anterior. Hubo 47 fallecimientos, 28 muertes violentas, 17 por homicidio, 10 suicidios y 1 
caso confuso de una caída en altura. Digo que se trató de un episodio muy confuso porque 
probablemente haya sido una caída desde un techo motivada por una persecución policial que nunca 
pudo aclararse si fue como consecuencia de un accidente o de una bala de goma que golpeó a la 
persona. 


Estas cifras muestran que la violencia en el sistema carcelario sigue siendo muy fuerte. Hay 
20 veces más homicidios en las cárceles que en la sociedad exterior. En las cárceles tenemos 154 
homicidios cada 100.000 habitantes, mientras afuera teníamos el año pasado 8,1. En cuanto a la 
cantidad de suicidios, hay 4,5 veces más en las cárceles que afuera. Hay 91 suicidios cada 100.000 
habitantes en las cárceles, mientras que hay 20 en la sociedad en general. 


Voy a referirme ahora a los niveles de los programas para garantizar derechos. La educación 
se mantiene ahora en un porcentaje estable, algo más del 21 %, parecido al del año pasado. Es una 
cifra superior a la de otros años, pero sigue siendo muy baja. Además, la cifra habla de personas que 
están desarrollando una actividad educativa. La inadecuación que todavía existe en los programas 
educativos puede llevar a que allí estemos computando a una persona que está cursando dos 
materias. De manera que no quiere decir que el 21 % estén completando debidamente sus estudios; 
están haciendo una actividad educativa. Es algo, es bueno, pero esa insuficiencia tiene que ver con 
una recomendación que vamos a hacer al final. 


En materia de salud tenemos grandes problemas, pero también quiero dar una nota positiva 
sobre esto. El sistema de ASSE todavía no cubre todo el sistema penitenciario, no avanzó, sigue 
estancado en algo más de un 60 % de cobertura, y la profundidad de la cobertura tampoco es lo que 
debería ser. Los programas de salud mental son muy limitados y los programas de atención a las 
adicciones son prácticamente nulos. Hay algunos grupos, algunas atenciones, pero son muy pocos. Y 
aquí tenemos un tema central: no hay posibilidad de rehabilitación si la droga circula en las cárceles. 
Creo que es un tema para trabajar, para pensar medidas prácticas. Me parece que el tema de las 
adicciones es muy importante. Nada se puede hacer con la droga circulando. Es muy desesperante 
porque nosotros recibimos familias, parejas, compañeras de personas privadas de libertad, esposas, 
esposos, familiares, hermanos, con familias diezmadas, que no encuentran programas de tratamiento 
de las adicciones y, por otro lado, la droga les sigue llegando. Me consta que las autoridades 
implementan controles, que hay escáneres en algunas de las cárceles, que hay despliegue de 
seguridad, pero evidentemente la gran cantidad de población penitenciaria, de visitas y de movimiento 
de personas y la magnitud de las cárceles lleva a que el sistema sea todavía demasiado poroso e 
inseguro. 


En cuanto al trabajo penitenciario, hay un 38 % de personas trabajando en las cárceles, pero 
vamos a ser claros: esta cifra está lejos de ser tranquilizadora. Ante todo, el 70 % de los que trabajan 
no recibe ningún ingreso a cambio. El sistema de peculios no está regulado. Hay algunos internos que 
reciben peculio cuando hacen una tarea que es central a la cárcel. Por ejemplo, hay algunos que 
cocinan o hacen mantenimiento. Paradójicamente —porque a veces la opinión pública cree que los 
presos están todo el día durmiendo, sin hacer nada—, buena parte del sistema penitenciario se basa en 
que los internos realizan el mantenimiento; limpian los caños, los pozos negros; construyen aulas, 
locales, celdas inclusive. 


En el informe refiero la situación de personas que trabajan en la cocina —esto pasó en la 
cárcel de Paysandú, pero ocurre también en otros lugares— todos los días del año, hacen el desayuno, 
el almuerzo y la cena, pero no reciben ingreso, no están reconocidos en la seguridad social, no tienen 
una certificación por su tarea, aunque son personas que están trabajando y han aprendido un oficio. 


El tema del trabajo penitenciario es de difícil resolución, no solo aquí, sino en muchas partes 
del mundo. Creo que tampoco hay que caer en eso tan propio de los uruguayos de pensar que somos 
los peores y los únicos que tenemos este problema. Hace pocos días estuve en Suecia y pude 
constatar que allá también enfrentan graves problemas para regular el trabajo penitenciario. Me parece 
que lo que no podemos hacer es no abordar el problema; hay que empezar a regular algunas cosas. 
Lo cierto es que gran parte del 38 % no corresponde a tareas continuas y, desde el punto de vista de la 
rehabilitación y la integración, tienen muy poco valor, ya que se trata de limpiar un patio, desmalezar un 
jardín, ayudar a repartir la comida algunas veces al mes. Eso no constituye un trabajo de gran valor. 
Por lo tanto, hay una enorme tarea por hacer en este sentido. 


Cuando me referí al problema de la salud —en el informe está todo detallado y no quiero 
extenderme demasiado— no mencioné que ya tuve dos reuniones con el nuevo presidente de ASSE, 
con quien ya hemos establecido una línea de trabajo. La realidad es que tenemos una gran cantidad de 
casos acumulados de personas que requieren intervención médica urgente y no la están recibiendo. En 
2017, año que reportamos hoy, tuvimos el caso de una persona que necesitaba ser operada, hicimos 
un recurso de amparo y, afortunadamente, la reacción de ASSE fue muy positiva: en la primera 
audiencia de conciliación, se agendó la operación, luego se realizó y la persona pudo volver a caminar. 
Pero casos como ese, de personas que requieren intervención médica, hay muchos. 


Por esa razón, hablamos con el nuevo presidente de ASSE y consideramos que es necesario 
mover esos casos sin necesidad de llegar al último recurso ín extremis, que es el de amparo. En ese 
sentido, elaboramos un mecanismo, acordamos mantener reuniones aquí, que sean convocadas por 
nosotros, para hacer un listado de los problemas de salud que se presentan en el sistema 
penitenciario, con la participación de ASSE, de la SAI-PPL —sistema de atención integral — personas 
privadas de libertad— y el Instituto Nacional de Rehabilitación del Ministerio del Interior. 


Asimismo, para dar una señal fuerte de defensa de la vida, vamos a empezar un programa 
con una serie de capacitaciones en primeros auxilios en todas las cárceles del país, promovidas por 
ASSE, por el INR y por nosotros como oficina de derechos humanos, tanto para presos como para 
funcionarios, a fin de poner la bandera de defensa de la vida en todos los establecimientos 
penitenciarios. El mensaje es muy claro: quien está privado de libertad y quien es funcionario puede 
aprender a salvar vidas; además, la idea es trasmitir valores prosociales en esos cursos. 


Por otra parte, existe un gran problema en la salud que es la derivación. Hay una enorme 
lentitud para derivar pacientes a traumatología, al Hospital de Ojos; las coordinaciones médicas fallan 
por distintos motivos, entre otros, por falta de vehículos y se pierden muchas horas. Pero la buena 
noticia es que estamos trabajando fuertemente con ASSE para empezar a canalizar esos casos 
pendientes. Pero todavía queda mucho por hacer en ese tema y también falta mucho en el 
involucramiento en el servicio de salud en el día a día penitenciario. La salud no es solamente que 
haya un preso que tiene gastritis, sino también el agua, la calidad de la comida, el acceso al aire, a la 
luz y al sol, que no haya roedores, que la basura no se acumule, que no haya estrés por amenazas, 
etcétera. Esto habla de una especie de cogestión del servicio de salud con la dirección penitenciaria. 


Por otra parte, no existen programas de preparación para el egreso y eso no es del año 
2017, pero sí de ahora, de hoy. Al respecto, se están iniciando nuevas acciones por parte de la 
Dirección Nacional de Apoyo al Liberado y eso está referido en el pie de página en el informe. Creo que 
la preparación para el egreso, los días posteriores y el trabajo pospenitenciario representan una 
materia enorme en la cual hay que avanzar. 


Una de las recomendaciones que se hacen en el informe es que el involucramiento en un 
programa de preegreso también esté regulado por ley como descuento de la pena, al igual que lo están 
la educación y el trabajo. Creo que esto es mucho más predictor de la voluntad de la persona de 
reintegrarse y tratar de no volver a delinquir. Cuando una persona participa en una tarea educativa o un 
trabajo sabe que está descontando pena y cuando se integra en un programa de preegreso y dice: “Yo 
voy a vivir en tal lugar, esta es mi familia, tengo esta pareja, tengo este hijo, tengo este problema de 
vivienda”, de alguna manera está desplegando su mapa de vida posterior. Esa es una señal que 
predice su voluntad de integrarse con armonía a la sociedad. 


Hay un tema que es muy importante y que no refiere al ámbito de la Administración, del 
Poder Ejecutivo. Creo que la defensoría pública tiene enormes carencias; hay una sensación de 
indefensión en buena parte de los privados de libertad. En algunos casos esa sensación puede ser 
fruto de su falta de información, de su abandono; se da en personas que no tienen visitas o alguien que 
les pueda averiguar cómo está su trámite judicial. De todas maneras, hay una gran falta de recursos y 


de presencia de abogados en las cárceles. El nuevo Código del Proceso Penal requiere un rol muy 
activo de parte de los defensores, ya que también tienen mucho para hacer en lo que son las 
sanciones internas y otra cantidad de elementos. Es necesario llenar un vacío, que es muy importante. 


El informe contiene muchas recomendaciones; traté de hacer un resumen de ellas. En 
cuanto al panorama, como les decía, creo que hay una leve pero esperanzadora pequeña mejora, 
aunque todavía tenemos un sistema penitenciario que no es el que Uruguay puede y debe tener; no es 
propio de este siglo, ocurren muchas cosas que son del siglo pasado. 


Las carencias que se tienen son absolutamente increíbles, sobre todo en los macropenales, 
donde hay un porcentaje muy importante de la población total. Como he señalado, hay falta de 
elementos técnicos como videocámaras, que en los penales de seguridad no deberían faltar. También 
debería haber videoconferencias, que existen en algunos lugares, pero podrían desarrollarse más. Se 
debería contar con vehículos suficientes para el traslado de los internos. Todo eso nos hace pensar 
que tenemos una enorme tarea por delante y, sobre todo, una enorme oportunidad de bajar la 
violencia. Yo estoy convencido de que el sistema penitenciario puede ser una plataforma de 
pacificación y puede no ser una fuente de violencia. 


Según las fuentes oficiales, se estima que hay un 65 % de reincidencia en el sistema 
penitenciario y todos los años salen de la cárcel entre 6.000 y 6.500 personas. Vamos a hablar de 
números gruesos sin referirnos a la calidad de los delitos porque un homicidio vale mucho más que 
quinientos hurtos. Para remarcar la importancia del trabajo que aborda esta comisión, si hay entre 
6.000 y 6.500 personas que salen de la cárcel todos los años, que el 65 % reincide y que en general 
los criminólogos estiman que la persona que delinque comete, por lo menos, unos diez delitos además 
del que es detectado, si bajáramos a la mitad la reincidencia que existe hoy, que es muy alta —esto no 
sería demasiado porque creo que Uruguay podría tener un nivel de reincidencia de 20 % o 25 %-, 
estaríamos hablando de más de 20.000 delitos menos. Estaríamos hablando de que mejorando las 
cárceles podría haber un descenso en la violencia social. Digo esto muy especialmente porque trato de 
leer y escuchar todas las voces. A raíz de episodios policiales y de hechos que a todos nos duelen, uno 
suele escuchar lo que -—entre comillas- «dice la gente» cuando está muy angustiada, muy 
malhumorada o movida por otras cosas, que complican la atmósfera de un trabajo que tiene que ser 
una política pública que nos convoque a todos a través del tiempo y no solamente para un momento. 
Una mejora de las cárceles redunda en una disminución de la violencia que hay en la sociedad, y si no 
convencemos a la opinión pública de eso será muy difícil que se puedan lograr los recursos y la cultura 
que permitan tener un sistema penitenciario que sea un orgullo para el país. Nadie está orgulloso de 
tener una cárcel. A veces le digo a la gente en algunas ciudades como Minas y en departamentos 
como Artigas que puede estar orgullosa de su hospital, de su liceo o de su escuela, pero que también 
puede estar orgullosa de su cárcel. Reitero, le digo a la gente de Artigas y de Durazno que puede estar 
orgullosa por cómo está trabajando Pintado Grande, que puede estar orgullosa de cómo ha enfrentado 
las carencias la cárcel departamental de Artigas o cómo han encarado los problemas Durazno y 
Campanero en Minas. Uruguay también debería estar orgulloso de tener un sistema penitenciario que 
enfrente la violencia. ¿Cómo? Voy a dar algunos ejemplos y con esto terminaría el informe. 


En primer lugar, claramente hay que fortalecer al Instituto Nacional de Rehabilitación que va 
en la línea de las normas internacionales, de lo que dicen los protocolos, de las recomendaciones y del 
trabajo técnico, aunando seguridad y tratamiento. Es muy importante pensar que esa unidad en algún 
momento va a ser un servicio descentralizado y, por lo tanto, requiere contar con los recursos 
adecuados. 


En segundo término, creo que debemos pensar en el esquema general del sistema. Hay una 
señal muy fuerte y, pese a los debates en caliente que se dan en las redes sociales donde se dice: 
«que los metan a todos presos», «se necesitan más presos, cárceles con más presos», «más 
cárceles», Uruguay es uno de los países del mundo con más presos. Ahora ha habido un leve 
descenso, pero estamos entre los treinta países del mundo con más presos y en América Latina somos 
de los primeros, lo que no me termina de cerrar, más allá de lo que pueda ocurrir en el día a día. 


Recorriendo las cárceles da la impresión que hay una cantidad de personas que reciben una 
pena de cárcel como medida, pero que deberían recibir otro tipo de medidas. Estamos llevando a 
cirugía mayor a quien tiene una verruga y a quien hay que hacerle un bypass. Entiendo que el sistema 
debería incluir las dos formas de privación de libertad: la cárcel como medida de privación de libertad y 
las penas alternativas —dos palabras—, aunque muchas veces nos quedamos solo con la palabra 
«alternativas». Que una persona vaya a la comisaría todas las mañanas, que deje de ir a un partido de 
fútbol los fines de semana o que realice una tarea comunitaria puntual es una alternativa, pero no es 
una pena alternativa. Una pena alternativa implica cierta privación de libertad, menor que la cárcel, y 


un tratamiento, un seguimiento, una asistencia, una propuesta de trabajo con esa persona. Eso 
permitiría trabajar con la persona que cometió un delito. De pronto es un delito leve, que no costó una 
vida, que no causó un daño irreparable, que fue fruto de la adicción de esa persona, de su 
desinformación, de su analfabetismo, de su desconexión con la sociedad y puede tener una pena 
alternativa a la de estar encerrado en una cárcel. Pero para eso se requiere el trabajo de muchos 
actores. 


Otra propuesta que venía en el informe pasado, pero la retomamos es que el hecho de que 
alguien vaya a la cárcel es producto del resultado final de una cantidad de actores. Al final del día, 
quien va a la cárcel y lo que pasa con esas personas es resultado de una cantidad de actores como los 
policías, los fiscales, los jueces, los defensores, el sistema penitenciario, los legisladores que hacen las 
leyes, los organismos —como nosotros— que realizan el monitoreo, etcétera. Ahora bien, muchas veces 
esos actores no dialogan entre sí antes de que pasen algunas cosas. En Perú, Colombia o algunos 
países europeos hay espacios no vinculantes, no obligatorios —es decir que ninguno pierde su mandato 
o su autonomía—, donde hablan y afinan sus criterios. Me parece justa la expresión «afinan sus 
criterios» para luego no desentonar en caliente, para que un actor no le eche la culpa a otro, para que 
el sistema penitenciario no diga: «la culpa la tienen los jueces que encierran a todo el mundo», que los 
jueces no digan: «no, la culpa la tiene el sistema penitenciario que no da respuestas», el sistema 
penitenciario responda: «yo no puedo dar respuestas porque tengo una enorme cantidad de presos», 
el Poder Judicial señale: «las medidas que usted me propone no son adecuadas» o «lo que pasa es 
que la ley está mal hecha» o se culpe a la Policía porque actuó de más o de menos. Se deben 
habilitar instancias que permitan determinar prioridades, establecer mandatos claros, hablar no en 
caliente sino en frío y llevar a cabo investigaciones temáticas conjuntas. Por ejemplo, ¿cuáles son los 
programas que funcionan? ¿Cuáles son las áreas que presentan un mayor número de reincidencias? 
¿Qué debe tener un programa de penas alternativas para que funcione? Estos son temas comunes a 
todos que pueden ser tratados por un consejo de política criminal que debería reunirse periódicamente 
creo yo que tendría que ser convocado por el Poder Ejecutivo—- para que las partes puedan hablar 
sobre el tema en común que todos tienen como mandato. 


Sin duda, sería importante contar con la presencia de fuentes sociales dentro de las cárceles, 
porque el Instituto Nacional de Rehabilitación del Ministerio del Interior no puede hacer todo solo. Las 
políticas sociales tienen que entrar a las cárceles; estas no pueden ser un gueto público. Las personas 
privadas de libertad son habitantes de la república, son ciudadanos con algunas limitaciones y están en 
el territorio nacional, al igual que sus familias; por lo tanto, los organismos de políticas sociales tienen 
que estar presentes en las cárceles. Imagino que en cada una de las cárceles debería haber una 
oficina del Mides. Es desesperante ver a una población de alto riesgo de más de diez mil presos, cuyas 
familias se encuentran en situación de vulnerabilidad y muchas de ellas son excluidas socialmente. 
Creemos que la situación de privación de libertad genera una gigantesca oportunidad para trabajar con 
esas familias e hijos y esta es una oportunidad que a veces estamos perdiendo a nivel del trabajo 
social, de la salud y de la educación. 


El tema de las adicciones ya fue abordado cuando me referí a la salud. En el tema de la 
salud están comprendidas la salud mental y las adicciones. 


Hay que trabajar en el reforzamiento de algunas medidas y filtros de seguridad para que la 
droga no pueda circular en la cárcel. Por supuesto que ello requiere actividades y programas de 
tratamiento. Las cosas tienen una cierta lógica; las leyes y las manos invisibles del mercado a veces 
generan compensaciones. Por el ocio, ciertos vicios llenan el vacío existencial que existe en algunas 
cárceles. Para que esas sustancias no estén, deben existir programas y nuestro desafío es justamente 
implementar un modelo que ejecute esos programas. 


Con respecto a la regulación del trabajo se requiere la implementación de algunos sistemas 
de trabajo y, sobre todo, el fortalecimiento de los emprendimientos productivos de los privados de 
libertad, cosa que todavía no está clara en el sistema. 


¿Un preso puede o no puede tener un taller en una cárcel? ¿Un preso puede o no "puede 
tener su emprendimiento productivo? El sistema debe aclarar estas cosas. A propósito, envié una nota 
a las autoridades en relación con este tema porque existe cierta confusión. En algunos lugares se 
entiende que deben ser talleres públicos, del Estado o de una empresa externa que se establezca. 
Pienso que, tal como sucede en la sociedad externa, debemos estar abiertos a todas las 
oportunidades. Si el Estado ofrece instalar un taller de carpintería, bienvenido sea quien lo haga — 
llámese Estado, INR, etcétera—; si una empresa decide instalarlo y reúne los requisitos exigidos, 
bienvenida sea; ahora bien, si un grupo de presos deciden llevar adelante un emprendimiento, formar 


una cooperativa o una empresa individual cualquiera sea su rubro, ¡bienvenido!, porque de allí va a 
salir con un trabajo, por lo que aprendió y lo que pudo desarrollar. 


Debemos apuntar al emprendedurismo, a la iniciativa y a la creatividad. No debemos tener 
miedo y pensar que todo lo que es modernidad afuera, en la cárcel tiene que ser miseria. Todo lo que 
afuera son oportunidades e innovaciones tecnológicas, propias de nuestro tiempo, tienen que estar 
presentes también en la cárcel. 


El emprendedurismo y el fomento de la creatividad son cosas muy importantes; en muchos 
lugares se aplican y uno encuentra emprendimientos productivos impulsados por presos que son 
realmente positivos. 


En cuanto al rol de la sociedad civil, quiero puntualizar que esta trabaja en muchísimos 
temas y es un recurso al que se debe recurrir. Hay que favorecer convenios en lo cultural, en lo 
educativo. Así como hay entidades educativas, religiosas y no religiosas que se crean en distintos 
barrios de nuestras ciudades, por qué no tener también entidades que estén desplegadas en el sistema 
penitenciario. Así como existen fondos concursables para la cultura y para la ciencia, también deberían 
existir fondos concursables para el trabajo penitenciario, donde las ONG o determinadas entidades se 
presenten con proyectos de intervención en la cárcel y se elijan esos proyectos. Esto no es un gueto, 
un territorio vedado, sino una parte de nuestra sociedad. Si uno quiere desarrollar allí un trabajo 
educativo, un trabajo con la familia o con los hijos de los privados de libertad, bienvenido sea a partir 
de este convenio y de estas reglas claras. 


Con esto termino el informe. Perdonen si fue larga mi exposición, pero comprendan que es el 
resultado del trabajo de todo el año y para mí es la oportunidad de hacérselo llegar a ustedes. 


Quedo abierto a las preguntas que quieran formular. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS..- Agradezco al señor comisionado por el informe brindado, tanto el escrito como el 
que acabamos de escuchar. 


Me gustaría conversar o intercambiar con el comisionado algunos elementos que surgen tanto 
del informe escrito como del informe ín voce que acaba de realizar. Me refiero a lo siguiente. Luego de 
haber leído el informe y de escucharlo me queda la sensación de que, tal como lo define, ha habido 
pequeños avances. El señor comisionado habló de que ha habido esperanzadores avances o 
pequeños avances. Pero las cifras demuestran que estamos en la misma situación que el año pasado. 
Cuando uno ve las cifras de muchas áreas, puede llegar a leer que, en realidad, avances no ha habido 
en cuanto al mejoramiento, y quiero hacer esta reflexión no para buscar responsabilidades de carácter 
político, sino para llegar a entender en qué sustenta el señor comisionado esa visión cuando realmente 
lo que uno ve y lee en el informe es que, en líneas generales, si ha habido avances, estos son muy 
pequeños. 


En relación con la cantidad de recomendaciones que realizó en el informe pasado —imagino 
que para elaborarlo habrá conversado con las autoridades del INR y del Ministerio del Interior—, 
quisiera saber cuántas se llevaron adelante. Si se puede cuantificar, mejor; si no, igual podemos 
hablarlo en términos generales. Me gustaría saber cuántos problemas se detectaron y cuántas 
situaciones mejoraron en relación con el actual informe que nos acaba de dar y que hemos leído. 
Realmente uno percibe —así surge de sus palabras o por lo menos es lo que entendí- que los 
resultados no reflejan un avance significativo. 


Entonces, la reflexión que hago es la siguiente: es innegable que ha habido una mejoría en lo 
estructural, en las construcciones. Nadie puede desconocer que ha habido un aumento del 
presupuesto para atender y mejorar estas situaciones. Hemos visto algún tipo de preocupación, 
inversiones, la puesta en funcionamiento de nuevas cárceles, etcétera, etcétera, etcétera. ¿A qué se 
debe que esa mejora no esté acompañada de una mejora significativa de los resultados? Podría ser un 
problema de gestión, que el comisionado detecte que el problema está vinculado a la gestión, a 
elementos que ya no son solamente de precariedad material, sino otros. En ese sentido, señora 
presidenta, quisiera que el señor comisionado nos brindara alguna información relacionada con las 
recomendaciones de este informe, que se hace para algo y lleva muchísimo tiempo elaborarlo. 
Además, uno de los objetos centrales de la existencia misma del comisionado y del equipo es la 


repercusión que esto tiene a la hora de la implementación o no que desde el Poder Ejecutivo o el INR 
se lleva adelante. 


En definitiva, lo que se hace en el Parlamento es presentar un informe que detecta problemas, 
detecta mejoras, las resalta y, además, hace recomendaciones. A propósito de las mejoras, me 
gustaría saber si el señor comisionado ha detectado que se han tomado en cuenta y pudieron 
implementarse. 


De acuerdo a los datos que tenemos ante nosotros, me parece que algunas de las cosas que 
se manejaron como problemas no están vinculadas a la precariedad de carácter material, a la falta de 
recursos o la falta de infraestructura, sino que a priori surgen por la implementación de la gestión. Lo 
que sucede con las visitas se repite año tras año y no es algo novedoso. Me gustaría que el señor 
comisionado hiciera algún comentario al respecto. Especialmente me gustaría preguntarle si ha visto 
una mejora en el manejo de la información. Algo que siempre me ha llamado la atención es la 
precariedad de la información: la ausencia de datos objetivos sobre porcentajes o cantidades, el 
manejo de información, el manejo de fichas, el seguimiento de la problemática de algún preso. Siempre 
me ha llamado poderosamente la atención que con los avances tecnológicos que existen sea tan difícil 
implementar o poner en marcha programas —con esto no quiero minimizar nada— que nos permitirían 
tener una visión más real, cabal y global de la realidad a la que hacemos referencia. 


Por ahora, señora presidenta, estas son las preguntas que quería plantear. Más adelante voy 
a pedir la palabra para hablar de la Cárcel de Punta de Rieles y solicitarle alguna información al señor 
comisionado. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida que se le dio al doctor Petit. También lo felicito por su 
trabajo y por este informe que es muy completo y muy denso, dicho esto en el buen sentido del 
término. Este informe va a resultar de gran provecho para nuestra tarea frente a la responsabilidad que 
nos cabe como legisladores y, en particular, como integrantes de esta comisión bicameral. 


Quiero hacer al señor comisionado una pregunta de carácter general y otra sobre aspectos 
particulares. La pregunta general se enraba con lo que planteó el señor senador Penadés. Por 
supuesto que celebro las mejoras y me alcanza con que el doctor Petit las haya constatado para 
advertir que representan avances, tanto en el Comcar como en los centros del interior que mencionó, 
en el sentido de que hay aspectos que resultan alentadores y es evidente su positiva y franca 
evolución. De todas formas, parece evidente desde el punto de vista de los resultados o de la realidad 
general —por eso lo interrumpí brevemente en la exposición inicial para precisar el número y el 
porcentaje—, la circunstancia de que un 26 % de internos aún permanezcan viviendo en condiciones 
inhumanas. Es un tema que nos debe preocupar y, con seguridad, nos preocupa a todos. 


El comisionado parlamentario decía que, sin perjuicio de esto, había una evolución. Si bien 
alrededor de un cuarto de la población carcelaria se encuentra en esta condición, son menos que el 
año anterior —creo que se refirió a un 3 % menos- ya que algunos habrían salido de esa situación en 
función de determinadas mejoras o situaciones que habrían evolucionado favorablemente, de lo cual 
nos alegramos mucho. Es muy interesante tener la siguiente perspectiva. ¿Esto obedece a situaciones 
coyunturales, a hechos y decisiones que se tomaron y que arrojaron determinados resultados con 
relación a internos o a sectores del sistema carcelario o centros de reclusión? ¿Quizás esa leve 
mejora que se dio entre los internos que todavía están viviendo en condiciones de crueldad o 
degradación estaría indicando una tendencia en función de la política penitenciaria en general y de la 
complementación de los distintos programas que se vienen llevando a cabo a ese nivel? Si representa 
una tendencia, sería mucho mejor, pero está claro que se trataría de una tendencia todavía modesta 
porque creo que un simple análisis aritmético nos permitiría concluir que superar esta situación nos 
llevaría muchos años, salvo que estos mismos resultados y estos mismos programas se aceleraran en 
su implementación y eficacia en los años venideros. Eso no lo sabemos, pero es interesante tener esa 
perspectiva para poder valorar y mensurar la diferencia del 3 % y ver si eso debe estimularnos a creer 
que estamos por el buen camino, en términos de una tendencia manifestada y consolidada, o si más 
bien es coyuntural. Sobre todo, a partir de que el dato puro y duro del 26 % es en sí mismo muy 
alarmante y preocupante ya que estamos hablando de más de un cuarto del total de las personas 
privadas de libertad. 


SEÑOR PENADÉS..- Tengo una diferencia en la información y con los datos que está manejando el 
legislador Abdala. En la página 98 del informe que nos hacen llegar sobre las condiciones de reclusión, 
se expresa que hay un 30 % de la población que sufre tratos crueles, inhumanos o degradantes. Y que 
el 26 % de la población penitenciaria es la que tendría alguna oportunidad de integración social. O sea, 


la cifra que se manejó es diferente. Capaz interpreté mal al legislador Abdala. En el numeral 5, página 
98, se dice que del análisis de las condiciones de reclusión se indica que existen oportunidades de 
integración social para el 26 % de la población penitenciaria. Y que hay insuficientes condiciones para 
la integración social para el 44 % y existen tratos crueles, inhumanos o degradantes para el 30 %. ¿Es 
así? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hubo un error en la información brindada. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que ha sido muy conveniente la interrupción del legislador Penadés porque, 
en tal caso, lo que estamos constatando es que es necesario hacer una precisión en cuanto a la cifra. 
Lo que en principio nos había quedado como un 26 % de la población carcelaria que se mantenía en 
esta condición, ahora sería el 30 %. La duda que me queda ahora es si ha habido una evolución en 
términos de una reducción de la población carcelaria que ahora habría salido, o no, de esa condición. 
En ese caso mantengo conceptualmente la consulta. Es decir, si estamos frente a una tendencia o a 
una realidad coyuntural. Pero parece que va quedando claro que lo que en un principio era un 26 % en 
realidad es un 30 %, que, si bien no es una diferencia significativa, es importante precisarlo. 


La pregunta concreta, hecha esta consulta de carácter general, tiene que ver con los 
aspectos que han sido motivo de preocupación y análisis de esta comisión a partir de denuncias que el 
propio doctor Petit en su debido momento nos trajo. Me interesa mucho saber, en este contexto, cuál 
es la realidad actual y cuál ha sido la evolución de la Unidad n.* 4, que tantos disgustos nos generó a 
todos, particularmente en el último año y en el anterior, especialmente en los módulos 8, 10 y 11, si mal 
no recuerdo, desde el punto de vista del hacinamiento, del caos que allí se vivía y de las dificultades 
provenientes de la falta de categorización en cuanto a la ubicación y al alojamiento de los privados de 
libertad. En los hechos eso implicaba mezclar y hacer convivir en forma permanente, en la misma celda 
—hacinados, además-—, a presos que tenían perfiles diferentes y antecedentes distintos. Quisiera saber, 
entonces, si en ese sentido ha habido algún tipo de evolución o de cambio cualitativo; tiendo a creer 
que sí porque no ha sido mencionado por el comisionado parlamentario, por lo menos con la misma 
alarma con que abordamos este tema en anteriores oportunidades. 


La segunda consulta concreta —son tres; prometo no extenderme demasiado- tiene que ver 
con los programas educativos. Deduje, o advertí, una cierta contradicción, no del doctor Petit, sino 
datos contradictorios que quiero ver cómo se resuelven. Por un lado nos trasmitió una mejoría en 
cuanto a la gestión de la programación educativa en el Comcar —nos habló de la visita a las distintas 
celdas y de las consultas o la encuesta que se viene realizando a los distintos internos— pero, por 

otra parte, nos dio la cifra —insuficiente—- del 21 % en términos de la cantidad de presos o de 
privados de liberad que estarían recibiendo servicios de carácter educativo. Quiero preguntarle cómo 
se vincula esto con el recurso de habeas corpus correctivo que impulsó el doctor Petit de una forma 
que fue ampliamente difundida y que todos vimos, y creo además que de una manera muy exitosa 
porque implicó, no sé si finalmente un acuerdo, pero sí una controversia inicial con las autoridades de 
la educación —con el propio presidente del Codicén—, que después se superó. Supongo que eso arrojó 
como resultado determinadas actividades o acciones a futuro de las autoridades de la educación en el 
ámbito del sistema carcelario; me interesa saber cuáles son y en qué medida pueden impactar 
favorablemente para mejorar estos guarismos y poder corregir esta situación. 


Por último me voy a referir a algo que el doctor Petit mencionó en la parte final de su 
intervención y que me parece muy relevante porque, entre otras cosas, aborda un aspecto que está 
muy en debate en la actualidad, de pronto no directamente con relación al sistema carcelario, pero sí 
en lo que tiene que ver con la seguridad: el papel y la participación del Mides, que el doctor Petit señaló 
como una carencia, como una deficiencia en cuanto a que no tiene una presencia estable en los 
centros de reclusión. Todos sabíamos que no la tenía, pero mi pregunta es si el Mides tiene algún tipo 
de vinculación, por mínima que sea, si participa de algún programa o proyecto en el Comcar o en algún 
otro establecimiento carcelario y, si no lo hace, qué debería hacer a criterio del doctor Petit. El avance 
de la sociedad civil es notorio; él lo ha reiterado hoy. Y cuando hablamos de la sociedad civil nos 
referimos a ella en el sentido más amplio, incluyendo las instituciones religiosas, y me consta que en 
ese sentido el doctor Petit ha hecho mucho. Así, se han venido superando algunos mitos; creo que en 
eso le cupo, sin dudas, una responsabilidad muy importante —que le reconozco-— al Ministerio del 
Interior y, particularmente, al ministro Bonomi. Ahora, con relación a esto quisiera saber en qué 
situación se encuentra la oficina del Estado y el organismo especializado en materia de políticas 
sociales que, comparto con el doctor Petit, seguramente tendría para hacer mucho más de lo que hace 
en cuanto a la rehabilitación de los internos y a las mejoras en el sistema carcelario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PETIT.- Con respecto al primer planteamiento del señor legislador Penadés en cuanto al 
avance, puedo manifestar que hay una mirada cuantitativa y otra cualitativa. Se puede decir que el 
avance cuantitativo es poco, en el sentido de que son unos decimales, pero la realidad carcelaria es 
una de las más duras que tiene la sociedad. Entonces, no es menor ese avance; todos los días peleo, 
discuto e intento que esas situaciones que son más duras cambien, pero igualmente hay que remarcar 
que ha habido un avance. 


No puedo asegurar cómo va a ser la realidad en un plazo breve, pero hay algunos elementos 
alentadores. Por eso hoy decía que hay leves pero alentadoras mejoras. Así las resumí. Recuerdo a 
los legisladores que este informe cierra en el 2017. 


Pienso que no es menor ese avance. A mí me preocupa muchísimo ese 30%, pero también 
me emociono, me alegro y festejo cada vez que hay algo bueno. Por ejemplo, hoy al mediodía estuve 
en la Dinali donde se inauguró una posada para personas liberadas y este dato va a estar en el informe 
2018. Es un hecho positivo, pero me desespero cuando veo esa otra realidad. Uno siente que es como 
una red de pesca con agujeros enormes por donde se escapan los peces, son vidas que se escapan, 
vidas de personas privadas de libertad y vidas de otros que van a estar por ahí afuera con sus familias 
y de las personas con las que se van a encontrar. Es sobre ese núcleo duro que hay que trabajar 
intensamente. 


No calificaría a este avance como muy pequeño y por eso dije que eran «leves y 
esperanzadoras mejoras», porque creo que es un término más completo. Cuando está todo mal o todo 
bien, es bastante fácil hacer una valoración. Pero es muy complicado cuando hay entrevero de cosas — 
es una característica de nuestro sistema penitenciario—-, cuando se da esta dualidad de un sistema 
nuevo y un sistema viejo que pujan de alguna manera. Todavía hay funcionarios de la vieja guardia que 
creen que a los presos hay que reventarles la cabeza para que entiendan quienes son los que mandan, 
pero por otro lado, está el INR que establece las entrevistas de ingreso, los protocolos de riesgo, los 
mecanismos para bajar la reincidencia, etcétera. Entonces, conviven esas dos modalidades. Hay una 
realidad muy dura de un sistema carcelario que no se aggiorna del todo y que marca una mejora leve 
pero esperanzadora. La palabra «esperanzadora» tiene que ver con aspectos que son cualitativos, que 
no se pueden medir en porcentaje pero que son importantes. 


También me preguntaban cuáles son esas mejoras, dónde están y si se toman en cuenta 
nuestras recomendaciones. Creo que hay mejoras significativas en 2017 respecto a algunas realidades 
que se marcaron en 2016, por ejemplo, en la cárcel de mujeres. Allí hoy existen otras dificultades entre 
las que destacamos un problema edilicio muy grave, pero su dirección ha generado una atención 
mucho más educativa e integradora, tratando de crear programas, actividades, etcétera. Hemos 
trabajado muchísimo con esa unidad y, por ejemplo, recomendamos que se cerrara un lugar de castigo 
que había allí. Lo cerraron y nos notificaron que lo hicieron a partir de nuestra recomendación. En su 
momento le comuniqué a la presidenta que ese era un elemento que podía dejarnos contentos, no 
especificamente a nosotros sino a todo el Parlamento, en el sentido de que eso que no coincidía con lo 
que establecían las normas —no porque a nosotros nos pareciera mal sino porque una persona no 
puede estar en esas condiciones— se corrigió, las autoridades del momento nos dieron la razón y 
cerraron el lugar. Ahora que están buscando una alternativa para ver qué hacen con aquellas mujeres 
privadas de libertad que tienen muy mala conducta o problemas psiquiátricos, nos piden una 
orientación, una opinión previa antes de resolver el tema. 


Algo parecido ocurrió en la cárcel de Río Negro. Con el diputado Mendiondo hicimos una 
recorrida y allí encontramos opiniones diversas sobre una unidad pequeña. En ese lugar había un 
problema serio respecto a un calabozo que nos dijeron que no usaban pero que pudimos comprobar 
que sí se usaba. Recomendamos que se cerrara y a la semana nos mandaron una nota, con fotos, en 
la que se expresaba que ese lugar sin ventanas ni luz se estaba cerrando. 


Con respecto al Comcar, hay realidades que son más complejas de cambiar que no se 
resuelven solamente con la voluntad. Allí hicimos muchas recomendaciones, por ejemplo, había un 
sector de ingreso —a veces de castigo y a veces de seguridad-—, llamado Los Boxes, cuyo cierre 
veníamos recomendado desde mucho tiempo atrás y ya el relator de la ONU Manfred Nova lo había 
planteado. Recién se cerró a fines del año pasado luego de reiteradas e insistentes recomendaciones 
de nuestra parte, por lo tanto, vimos la dificultad que tuvieron para hacerlo, pero siento que estamos 
trabajando con una contraparte que toma nota de lo que recomendamos. 


Se me pregunta si lo cuantificamos. Aquí quiero reconocer nuestra debilidad porque no lo 
tenemos cuantificado y creo que sí deberíamos tener esos datos. Esto sucede en parte porque no nos 


da el tiempo para realizarlo y, en parte, porque son muchas las recomendaciones y tenemos que 
esperar para ver si se ejecutan. Además, algunas son de fácil ejecución y otras son de largo plazo. 


Nuestra idea es que en la página de la oficina —para generar una página moderna— estén 
registradas las recomendaciones cumplidas totalmente, las no cumplidas y las cumplidas parcialmente. 
De alguna manera, esto lo hicimos con el estudio de unidad por unidad, con todos los que cumplen con 
los segmentos de educación. Vamos un poco en ese sentido: hacer un seguimiento de nuestra propia 
tarea. Esto implica que en algunos casos hagamos una distinción entre una recomendación y una nota. 
A lo largo del año -—aparte del informe— mandamos de 80 a 100 recomendaciones y, por lo tanto, se 
vuelve difícil hacer el seguimiento. 


En algunos países se distingue entre la recomendación y la nota. Cuando no se cumple la 
recomendación —que no es obligatoria y la autoridad del gobierno, legítima y democráticamente electa 
no tiene por qué adoptarla—, se le pide a la autoridad que explique por qué no lo hizo. Es decir, los 
temas fuertes van en las recomendaciones. Nosotros damos elementos para que el Parlamento tome 
las medidas que crea correspondientes, pero las recomendaciones específicas no son obligatorias. 
Tomo nota de lo señalado por el señor legislador. 


En cuanto al manejo de la información ha habido mejoras muy importantes. El sistema de 
gestión penitenciaria terminó de implementarse el año pasado. Hoy en todos los centros hay un 
sistema informático donde se encuentran los datos de las personas, las cárceles, los antecedentes, 
etcétera. 


Todavía hay dificultades en la definición de algunos indicadores y en ese sentido hemos 
interactuado mucho con el INR, sumamos datos diferentes pero buscamos lo mismo; a veces 
discrepamos, a veces discutimos, pero las relaciones humanas son así. Por ejemplo, analizamos cómo 
se mide el trabajo de la gente en una cárcel: 20 días por mes, 8 horas por mes, todos días, ¿qué es 
trabajo?, ¿debe tener remuneración? El INR tomó en cuenta nuestra recomendación y por lo menos ya 
distingue lo que es fajina de lo que es trabajo. Fajina es, por ejemplo, limpiar el patio o un corredor y 
trabajo es algo que tiene otra envergadura. Es decir, hay momentos de buena relación y si sobre 
algunas recomendaciones no tenemos respuesta, sobre otras muchas sí las tenemos, y con respecto a 
otras dialogamos y trabajamos en conjunto. En ese sentido, el panorama es crecientemente alentador. 


Por otra parte, hay problemas que no refieren solo a los recursos ni dependen solamente de 
una autoridad. Por ejemplo, lo que ocurrió con el módulo 10 para mí fue muy revelador. Ese módulo era 
uno de los peores lugares, pero no se necesitaron enormes cantidades de recursos para mejorarlo 
bastante. Todavía no es un modelo penitenciario ni un modelo de rehabilitación, pero se bajó la 
violencia y es transitable. Así pues, lo que antes era un lodazal infecto hoy se transformó en una quinta, 
y lo que era un salón abandonado se transformó en una cocina. Los propios internos construyeron un 
baño y los mostradores, instalaron las cocinas, arreglaron el aula e hicieron una biblioteca. 


En fin, hay una serie de cosas que muestran que allí hubo una decisión fuerte de un grupo de 
personas que dijeron: esto lo vamos a cambiar, este partido no podemos perderlo así. Y comenzó de 
esa forma, empezó con un grupo de personas que estaban en el polo industrial y dijeron que no 
querían ver más a la gente encerrada en las celdas sin hacer nada y solamente esperando salir para 
apuñalarse. Entonces, creo que esa una gran señal de que no se necesitan todos los recursos del 
mundo para mejorar de forma importante algunas cosas. 


En cuanto al manejo de la información, creo que todavía falta avanzar en algunas cosas 
como, por ejemplo, en la definición de indicadores, en que todas las unidades tomen los mismos 
criterios. Hay unidades en el interior que computan de diferente manera a quien estudia, a quien 
trabaja o a quien accede a la educación. En la medición de los cupos también hay variedad de criterios. 


En el informe que entregamos consta cómo hubo un salto en la cantidad de cupos. Ese 
hecho nos llamó la atención porque hubo cierta falta de sintonía entre los datos que manejaban el 
Instituto Nacional de Rehabilitación y la Asesoría Penitenciaria 


Pero todas esas cosas las hablamos permanentemente. 


En cuanto a la pregunta que me hacía el señor legislador Abdala de si la mejora en el núcleo 
más duro es fruto de una tendencia, o si fue una casualidad, quiero decir que estos son organismos 
vivos y esta información se dio al cierre de 2017 y enero comenzó con algunas novedades importantes 


para el sistema penitenciario. Por ejemplo, el Código del Proceso y la apertura de la nueva cárcel de 
Punta Rieles que es una iniciativa público-privada. El tema de las cárceles público-privadas ha sido 
recurrente en las entrevistas que me ha hecho la prensa. He tratado de ser extremadamente cuidadoso 
con ese asunto. Durante todo el mes de enero fui constantemente requerido por los medios a raíz de la 
inauguración de la cárcel y del movimiento de los presos que iban a trasladar. Querían saber qué era lo 
que ocurría y qué opinaba sobre eso. 


Reitero que fui muy cuidadoso y, en ese sentido, quiero destacar varias cosas. Creo que 
hubo un intento por innovar, un intento de buscar una alternativa para el desborde de la población 
penitenciaria sin recurrir al tradicional financiamiento de Rentas Generales. Claramente, fue un intento 
humanitario para mejorar las condiciones de reclusión. Sin embargo, quizás el problema que tiene es 
que se trata de una cárcel muy grande, con muchos internos. Ese intento está basado en algo muy 
positivo: que en la cárcel haya actividades y programas durante todo el día. Si eso funciona bien, ese 
número va a ser una tendencia porque allí van a ir dos mil internos. Lo que sucede es que hoy no 
puedo decir cómo va a funcionar esa cárcel porque no lo sé, porque hay una cantidad de interrogantes 
que me preocupan mucho. Esto ya lo he expresado en varias oportunidades, me he reunido con las 
autoridades y lo he comentado con algunos de ustedes. 


Asimismo, he mandado notas porque los programas que requiere esa cárcel todavía no están 
desplegados. Por ejemplo, la respuesta de salud —lo hablé con el presidente de ASSE-, las respuestas 
educativas, las respuestas laborales y la gestión de la cárcel. Es más, hace poco presentamos una 
denuncia por una requisa. También trabajamos en el caso de un suicidio. Se tomaron medidas y 
sanciones y se terminó creando un ala de confinamiento en solitario, donde hubo un suicidio y nos 
parecía que estaban equivocados. Entonces, no sé cómo va a terminar funcionando esa cárcel. Si 
funciona bien, seguramente dentro de un año vamos a encontrarnos con una tendencia más elevada 
hacia la mejoría, pero hay que trabajar mucho para que esa cárcel funcione bien y no se transforme en 
un megaproblema. Nosotros estamos yendo mucho a esa cárcel, una o dos veces por semana, y hay 
temas pendientes para trabajar allí que nos preocupan. Pero reitero: hay un edificio nuevo, hay 
espacios, etcétera. Si eso funciona mal, vamos a tener problemas serios; si eso funciona bien, vamos a 
tener una ratificación de una tendencia. Lo que sí creo es que hay una continuidad del esfuerzo del INR 
por mejorar las condiciones. Lo que ocurre es que el INR requiere otros recursos que no son solo 
materiales; requiere también el apoyo de otras instituciones. A veces la ansiedad que termina en 
violencia tiene que ver con un preso que se siente indefenso; que no sabe qué pasa con su causa o 
que no tiene un trabajo social afuera; que está angustiado, nervioso y agitado porque no sabe qué 
pasó con su mujer o sus hijos. Por ejemplo, le dicen que su hijo tiene una enfermedad y no puede 
hacerle el seguimiento. En fin, se dan distintas situaciones que requieren un trabajo social externo. 
Entonces, creo que la falta de recursos del INR tiene que ver también con recursos institucionales 
externos. 


El señor legislador Abdala me preguntaba sobre la situación del Comcar. El Comcar sigue 
teniendo condiciones muy complicadas, porque es un lugar muy grande. Tuvo una mejora importante 
en el segundo semestre del año pasado, porque además hubo un refuerzo importante de personal que 
estaba terminando su formación para ir a trabajar a la cárcel nueva. Ese personal, a principios de año, 
dejó el Comcar y se fue a la cárcel nueva, con lo cual tuvo una caída a pique de cantidad de personal a 
principios de este año. Lo que sí está claro es que en el Comcar, a diferencia de otros momentos, hay 
una dirección activa, que está tratando de hacer cosas. 


Por ejemplo, se están renovando los módulos 1 y 2, a partir de un acuerdo con el sindicato 
de la construcción y con el aporte de internos. Se están remodelando esos dos módulos para poder 
habilitarlos. 


También se mejoró la cocina. En su momento el propio director me llevó a la cocina para que 
viera cómo estaba de mal. Ese es un hecho a señalar, porque el director no ocultó los problemas y me 
mostró las condiciones de higiene que había allí. Yo ya había estado un tiempo antes, pero me mostró 
las condiciones que había y las mejoras que se estaban intentando hacer. 


Con respecto a los módulos, la situación está cambiante por la obligatoriedad de la situación 
de los prevenidos. Diría que la situación del módulo 11, que en 2017 había mejorado mucho, volvió a 
empeorar y de nuevo está un poco compleja. La situación del módulo 10 mejoró mucho, se mantiene 
estable y no es lo que era antes. Empeoraron las condiciones de los módulos 4 y 5, a veces también 
por estos movimientos, porque no tienen los elementos técnicos para poder sostenerlas, o sea, se 
cambia la población de un lugar a otro y mejora ese lugar, pero allí no hay los elementos técnicos y los 
programas para poder acompañar ese movimiento. 


En definitiva, diría que es una realidad móvil, que sigue teniendo problemas importantes, 
pero hay una voluntad, un clima general de mejora. Esto se nota, por ejemplo, en la mayor cantidad de 
actividades deportivas y en la presencia de la ONG El Almendro, que es importante. Este año las 
inscripciones en el área educativa no aumentaron demasiado, pero se está haciendo más efectiva la 
asistencia a la clase. 


El señor legislador me preguntaba también sobre el capítulo que tuvimos con el Codicén. 
Pensamos durante muchos meses ese habeas corpus, porque veíamos el enorme problema de 
poblaciones analfabetas. Creo que comenté este tema en la última sesión del año pasado, antes de 
presentar este recurso. Sabíamos que la ley lo tenía presente, pero había una gran cantidad de 
lagunas legales en cuanto a cómo ese artículo iba a poder funcionar. Nosotros presentamos el recurso 
el último día hábil de diciembre, estuvimos todo enero dando vueltas por los juzgados, hasta que 
finalmente el Tribunal de Apelaciones en lo Penal estableció que sí, que efectivamente el habeas 
corpus también cabe cuando hay condiciones de reclusión que son muy malas, y no tener acceso a la 
educación lo era. Tuvimos tres sesiones con el Codicén, por temas judiciales, y en algunas 
extrajudiciales también nos reunimos e, incluso, una de ellas fue propiciada por la presidenta de la 
comisión. En el marco de esos contactos, con el presidente del Codicén acordamos reunirnos para 
hablar largamente de todos los temas. Finalmente, se llegó a un acuerdo, al cual se convocó también 
al INR y se elaboró un texto. Para nosotros —y creo que también para el INR-— fue muy positivo que en 
ese texto quedara plasmada la voluntad del Codicén de cubrir las demandas educativas que surgieran 
del INR. Es positivo que el sistema educativo nacional haya reconocido que debía tener competencia 
en la cárcel y que debía dar los recursos que se le solicitaran. Así como una escuela de un barrio pide 
tantos maestros o profesores porque los necesita para cubrir la demanda, también deben ser cubiertos 
en la cárcel. Creo que quedaron estos elementos planteados y el INR en el 2017 hizo un relevamiento, 
cuyos resultados todavía no están prontos, sobre el último nivel educativo alcanzado por toda la 
población penitenciaria del país. Esto va a ser un mapa para implementar medidas educativas. Creo 
que ese recurso fue una herramienta que dio sus resultados, está en la ley, y aunque no se trata de 
una herramienta para usar todos los días, sí es parte de los sistemas penitenciarios de monitoreo. Con 
todo el respeto del caso, debo decir que hay que saber usarla cuando es necesario y atendiendo todas 
las atribuciones que cada uno de nosotros tenemos para llevar a cabo nuestra tarea. 


En cuanto al Mides, creo que podría tener un rol de más presencia en el sistema 
penitenciario. Creo que la política criminal tiene una parte en lo social, y viceversa. Todos los efectores 
de política pública tienen que estar en la cárcel, y a mi entender el Mides debería estar mucho más 
presente, como ya he dicho. Hay cárceles que no tienen asistentes sociales y no cuentan con un 
programa de extensión ni de egreso. Si miro desde afuera y estimo que todas las cárceles deberían 
tener su equipo de asistentes sociales, tendría que haber una especie de megaorganismo 
penitenciario que debería contar con asistentes sociales, cirujanos, profesores, etcétera. Sería una 
gran ciudad penitenciaria alejada de la sociedad, lo que es contrario a la normativa de derechos 
humanos y al principio de igualdad de todas las personas. Por lo tanto, repito que el Mides debería 
estar más presente en el sistema penitenciario, haciendo trabajo hacia la comunidad, el preventivo, el 
social y también participando de esa ficha que falta que es la preparación para el egreso y el 
seguimiento postegreso, así como mantener la comunicación con todos los recursos que están afuera. 
Creo que la conectividad es una de las cosas que los distintos casos recientes nos están demostrando 
qué es lo que falta, ya sea para lo bueno o lo malo. A veces hay muchachos que, por ejemplo, tienen 
una gran capacidad deportiva, al punto que uno piensa que el día que salgan de la cárcel podrían ir a 
jugar a un equipo de fútbol. Lo mismo ocurre con aquellos que tienen habilidad para la música. Pero 
cuando salen uno finalmente no sabe si siguieron o no desarrollando esas capacidades y todo queda 
librado al azar. Lo mismo pasa con los problemas. Por ejemplo, hay personas que no están presas por 
un delito grave, pero que tienen un problema de salud mental. Entonces, capaz que está preso por un 
hurto simple —ni siquiera un hurto agravado-— y el problema de salud mental no figura en la carátula del 
expediente. Si se trata de una persona de bajo nivel cognitivo, con retraso, bipolar, etcétera, cuando 
salga va a tener problemas. Por lo tanto, es fundamental conectar el sistema penitenciario con el 
afuera. El seguimiento, la asistencia, la atención y el apoyo son parte de los desafíos que tenemos. 


En el caso del Mides, sin duda, tiene que haber una conexión con los programas sociales, 
con los programas de apoyo, con los programas de vivienda, con los programas de tratamiento a la 
familia, con los programas de los niños. Es una materia muy importante a trabajar. 


SEÑORA AYALA.- Ante todo, quiero agradecer el informe del comisionado y celebrar el interés de 
todos los legisladores de esta comisión en mejorar la vida intramuros, por decirlo de alguna manera, de 
un sector importante de la población. 


Asimismo, quiero puntualizar que es a partir de un reconocimiento de esa situación, que se 
acepta el desafío de comenzar a cambiar la vida de las personas privadas de libertad. 


A lo largo de estos años ha surgido un gran avance, que desde mi punto de vista es 
fundamental: el cambio en el trato y la concepción de vida de la persona privada de libertad. Remarco 
esto porque es así que aparece lo que hoy es el seguimiento carcelario y la función del comisionado 
parlamentario de cárceles, que en este momento le toca al señor Petit ejercer. 


Me parece bueno tener presente ese cambio de concepción hacia la persona que está 
privada de libertad. Si eso no hubiese surgido, hoy no podrían estar sobre la mesa las mejoras que 
tenemos. Yo tomo esto como un proceso de transición, que es cierto que nos ha llevado unos años, y 
nos va a llevar muchos más todavía llegar a un punto relativamente óptimo o ideal en lo que es la vida 
de las personas privadas de libertad en el sistema carcelario. 


Con todo este cambio de concepción, con todo lo que ha surgido y con el Instituto Nacional 
de Rehabilitación empiezan a verse, también, avances en las mejoras edilicias, como ha manifestado 
el señor comisionado en muchas de las reuniones en las que ha estado, sin dejar de visualizar todo lo 
que hay para corregir y mejorar. Vemos que hay construcciones nuevas y mejoras edilicias en aquellas 
más viejas. 


Todo a su medida. Como mencionaba el señor Petit, en la cárcel de Pintado Grande no hay 
una edificación último modelo, pero sí ha habido una mejora edilicia, en la medida de lo posible, para 
darle una mejor condición de vida al privado de libertad. 


Por otro lado, hoy se están implementando varios programas, no solo educativos, sino 
también recreativos. No puedo dejar de mencionar las cosas que he visto. Por ejemplo, en noviembre, 
como comisión, fuimos a visitar el módulo 10 —muchos de nosotros tuvimos la oportunidad de ver cómo 
era antes— y nos encontramos con el programa Pelota al Medio trabajando con los privados de libertad, 
a quienes se los veía totalmente insertos y disfrutando también; tienen todo el derecho de disfrutar de 
las actividades que hacen. Personalmente, fue muy reconfortante ver ese programa activo en ese 
lugar. 


Por otro lado, está la voluntad del Codicén de empezar a estar presente en esos lugares con 
sus políticas y programas educativos, así como también de ASSE aunque, como lo mencionaba el 
comisionado, en algunos lugares todavía hay dificultad de aterrizar con ciertos trabajos y 
funcionalidades. De todos modos, estaba y está la voluntad política del Directorio de ASSE, del anterior 
y del actual, de que eso se empiece a desplegar y a derramarse con mayor ahínco en esos lugares. 
Así como mencioné al Codicén y a ASSE, hay otras áreas institucionales. A su vez, si existe el planteo 
en relación con el Mides, desde ya digo que me parece muy bueno que se incorpore a esta red 
institucional que hoy atiende al sistema carcelario, a la gente que se encuentra en ese lugar. 


Creo que en todos nosotros está la voluntad de atender el desafío de continuar trabajando 
para que esto siga mejorando y para que dentro de algunos años podamos decir que en el Uruguay 
todas las cárceles son modelo. Y si no se llega a ser un modelo, por lo menos, que la gente que le toca 
vivir ahí, lo haga en condiciones dignas en todo sentido. Nuestro desafío es continuar en ese trabajo, 
mejorando esa transición. Para mí hoy es una transición, pero más adelante deberá ser algo 
firmemente asentado en el país. 


Por supuesto, mi anhelo es bastante mayor: pretendo que a futuro tengamos el mínimo de población 
privada de libertad en este país. Para ello iremos trabajando y tratando de desarrollar nuestra vida para 
dar una mano a fin de que esto sea factible a futuro. 


Quisiera mencionar un detalle. El comisionado hablo de la necesidad de conformar equipos 
en los que haya más trabajadores sociales. Entonces, con alegría debo decir que tendrán que egresar 
más trabajadores sociales del ámbito universitario porque hoy es un área de trabajo que tiene 
desocupación cero en este país y lo digo con gran satisfacción. 


Vuelvo a felicitarlo, le agradezco por el informe y me pongo a las órdenes para seguir 
trabajando en esto. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría que para el próximo informe el comisionado pudiese avanzar sobre 
una medición como la que solicitaba  —y sobre la que hacía comentarios—- en cuanto a las 


recomendaciones que realizó y el seguimiento que se hace por parte del INR. Ese sería un elemento 
que nos permitiría mejorar las condiciones de trabajo y ver de qué manera las recomendaciones 
pueden ir teniendo cierto grado de cumplimiento, tal como hacía referencia el señor comisionado. Si no 
se puede abarcar todo, podría ser un plan piloto que comenzara a ir en esa dirección. 


SEÑOR PETIT.- Perdonen los señores senadores que abuse de su paciencia solo por unos minutos 
más. 


Agradezco muchos los comentarios, tomo nota y vamos a hacer lo que se solicita. Nuestra 
idea es la siguiente. Recordemos que hay una cantidad de recomendaciones internacionales que 
Uruguay recibe de los comités, entonces, sería una señal del país. Este año Uruguay va a estar 
presentando su informe al Comité contra la Tortura, al Examen Periódico Universal y al Comité de 
Derechos Humanos. Creo que para el sistema penitenciario es muy bueno poder mostrar que estamos 
teniendo en cuenta estas recomendaciones que vienen de los comités y las recomendaciones que 
hagamos nosotros. Por tanto, trabajaremos para estar en línea con eso, para que sea una información 
transparente. Ahora hay un sistema, el Simore, que implementó la Cancillería, del que participamos 
nosotros y en el que están todas las recomendaciones de los comités para todos los temas de 
derechos humanos y hay un capítulo sobre lo penitenciario. Creo que es una buena señal de país 
abierto al mundo, tener en línea todo eso. Así que me parece una recomendación muy pertinente y 
haremos lo mejor posible por ejecutarla. 


En lo personal, puedo dar tranquilidad a los señores legisladores en cuanto a que haremos 
todo por mirar estas realidades con los elementos técnicos y los parámetros más objetivos posibles. 
Cuando uno evalúa situaciones humanas, a veces contradictorias, resulta muy difícil ser perfectos en la 
fotografía que saca. Uno ve mejoras y cosas que están mal; las mejoras nos emocionan y lo que está 
mal nos desespera. A veces podemos pensar que está todo mal y en otras ocasiones creer lo contrario. 


Es verdad que este tema estuvo muy trancado durante mucho tiempo, pero ha habido una 
puesta en agenda y una mejora; no obstante, algunas áreas requieren de un salto cualitativo. Si bien 
están mejor respecto a cómo lo estaban hace algunos años, igualmente requieren de un salto 
cualitativo que el país puede dar. Por ejemplo, en materia de educación, es cierto que hay más gente 
educándose, pero necesitamos dar un salto cualitativo que, a nuestro juicio, implica contar con 
programas para educación en contextos de privación de libertad adecuados a esa situación, con 
docentes capacitados, etcétera. Lo mismo debería aplicarse para el trabajo y la salud. 


Si no damos ese salto cualitativo, correremos el riesgo de que todo sobre lo que se ha 
avanzado se pierda y volvamos para atrás. De ahí, pues, el planteo que realicé sobre las penas 
alternativas. Si no avanzamos por ese lado y tratamos de descongestionar las cárceles, como forma de 
que estas sean centros especializados —el CTI del tratamiento— y otro lugar apunte a la atención 
primaria, será muy difícil avanzar, pues la sobrepoblación hará que se termine ahogando todo el 
mundo. Si en la balsa hay más personas de la capacidad prevista, se va a hundir y un sistema 
sobrepoblado como el nuestro no lo puede manejar nadie; no es un tema de la administración de Juan, 
Pedro o Diego. 


Es tarea de la política pública concebir un modelo diferente —nunca será el de los años 
cincuenta o sesenta—, un modelo en el que el país tiene que pensar, estando abierto a las buenas 
prácticas. A esos efectos aportaremos nuestro granito de arena en el trabajo de todos los días. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el plano educativo estamos trabajando fuertemente. Ahora bien, más allá 
del plano programático —que nos consta y estamos de acuerdo—, está todo el tema presupuestal, de 
propuestas que se enmarcan dentro del proyecto de rendición de cuentas y que el Codicén, inclusive, 
está buscando incluir. En ese momento deberemos adoptar algunas resoluciones sobre el tema. 


Quiero agregar que durante todo este tiempo hemos trabajado en forma conjunta con el 
señor comisionado, del que hemos recibido permanentemente informes, así como de las autoridades 
del Ministerio del Interior y del Instituto Nacional de Rehabilitación. De nuestra parte hemos tratado de 
hacer ese seguimiento del cual se hacía el planteo, pero está bien que sea sistematizado para que 
pueda tenerlo toda la comisión, como corresponde. 


Agradecemos la presencia del comisionado parlamentario. 


(Se retira de sala el comisionado parlamentario, señor Juan Miguel Petit). 


—La Mesa informa que el 31 del corriente está previsto recibir a las autoridades del Ministerio 
del Interior y quedaron pendientes dos acciones: visitar la cárcel de Soriano —a la que no pudimos 
concurrir por problemas climáticos y, si los señores legisladores están de acuerdo, podríamos hacer 
una agenda tentativa— y la cárcel de Punta de Rieles. 


Propongo que, de no surgir inconveniente alguno, utilicemos la sesión ordinaria de junio para 
ira la cárcel de Punta de Rieles y manejemos otra fecha para visitar la cárcel de Soriano. 


(Apoyados). 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 18:59). 


Linea del vie de náaina 
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